
 

“GEO BAJA CALIFORNIA”, S.A. 

DE C.V.” 

VS. 

RECAUDADOR DE RENTAS DEL 

MUNICIPIO DE MEXICALI, 

BAJA CALIFORNIA. 

EXPEDIENTE: 55/2016 

SENTENCIA DEFINITIVA  

Mexicali, Baja California, quince de noviembre del dos mil 

veintidós. 

SENTENCIA DEFINITIVA, que decreta el sobreseimiento del 

presente juicio contencioso administrativo con fundamento en el 

artículo 41, fracción II, por actualizarse la causal de improcedencia 

prevista en el numeral 40, fracción IX, ambos de la Ley que rige a este 

Tribunal, en relación con lo dispuesto en el numeral 22, último párrafo, 

del mismo ordenamiento legal. 

GLOSARIO 

-Recaudador: Recaudador de Rentas del Municipio de Mexicali, 

Baja California.  

-Ley de Hacienda: Ley de Hacienda Municipal del Estado de Baja 

California. 

-Ley: Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del estado 

de Baja California. 1. 

-Tribunal: Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California. 

-Juzgado: Juzgado Primero del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. 

 
1 Ordenamiento legal aplicable para resolver el presente asunto será en términos de la ley vigente 

a su inicio, esto es, la abrogada Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California, publicada el treinta y uno de enero del mil novecientos ochenta y nueve, salvo los que se refiere 

a los artículos 48, 49, 50, 51, 52 y 53 de la nueva ley en materia de notificaciones, por virtud de lo dispuesto 

en el artículo tercero transitorio de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado de Baja California, tomo CXXVIII, número 43, sección I de fecha 

dieciocho de junio de dos mil veintiuno. 



 

ANTECEDENTES DEL JUICIO 

I. Presentación. La demanda se presentó el veintidós de febrero 

del dos mil dieciséis. 

II. Admisión. La demanda se admitió a trámite en auto del 

veinticinco de febrero del dos mil dieciséis. 

III. Acto impugnado.  

➢ Los oficios, todos de fecha de veintiocho de enero del dos mil dieciséis, con 

número de folios **********1, **********2, **********3, **********4, **********5 **********6 

Y **********7, respecto de los bienes inmuebles con clave catastral números 

**********8, **********9, **********10, **********11, **********12 **********13 y 

**********14, respectivamente por las cantidades de **********15, $**********16, 

**********17, **********18, **********19,  **********20 y **********21. 

 IV. Contestación. El Recaudador contestó la demanda en 

términos del escrito visible en autos a foja 0114 a la 0112. 

VII. Audiencia. La audiencia de pruebas y alegatos se celebró el 

veintitrés de febrero del dos mil diecisiete. 

COMPETENCIA 

Este Juzgado es competente para conocer del presente asunto 

por razón de la materia, al impugnarse una resolución de negativa 

ficta, emitido por una autoridad municipal; de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 22, fracción I, de la Ley  

Así también, este Juzgado es competente para conocer del 

presente juicio conforme a lo previsto en el artículo 23, primer párrafo, 

de la Ley, ya que el domicilio particular que señaló la parte actora se 

encuentra dentro de su circunscripción territorial. 

 

 

 



 

ACTUACIONES EN EL PROCEDIMIENTO QUE NO SON JUSTIFICABLES.  

ANTECEDENTES. 

➢ La parte actora en su escrito de demanda, señala como único acto 

impugnado el siguiente: 

• Los oficios, todos de fecha de veintiocho de enero del dos mil dieciséis, con 

número de folios **********1, **********2, **********3, **********4, **********5 **********6 

Y **********7, respecto de los bienes inmuebles con clave catastral números 

**********8, **********9, **********10, **********11, **********12 **********13 y 

**********14, respectivamente por las cantidades de **********15, $**********16, 

**********17, **********18, **********19,  **********20 y **********21. 

Sin que se advierta el señalamiento de otro acto impugnado.  

➢ En auto del veinticinco de febrero del dos mil dieciséis, se admitió la 

demanda únicamente en contra de los actos antes mencionados; 

emplazando al Recaudador y contestando mediante escrito 

registrado bajo número de folio 01090, visible en autos de la foja 0104 

a la 0112; notificando a la parte actora de dicha contestación, 

mediante cedula visible a foja 0176 de autos. 

➢ Mediante auto del veintinueve de abril del dos mil dieciséis, este 

Juzgado resolvió que, de los anexos que se exhibieron a la 

contestación de demanda, se observan los fundamentos y motivos de 

los actos que impugnó y que exhibió en su demanda, otorgándole un 

plazo de quince días para ampliar la demanda en contra de los 

nuevos actos. 

De los antecedentes antes señalados, este Juzgador considera 

que no se debió otorgar ese plazo para ampliar la demanda, en 

atención a lo siguiente: 

En primer término, porque no se impugna una negativa ficta; y 

segundo no se encuentra en el supuesto de desconocimiento de los 

fundamentos y motivos de los actos señalados como impugnados, 

toda vez que en el mismo acto se señalan los fundamentos y motivos.  



 

Lo anterior, se sostiene ya que el artículo 46 de la Ley, establece 

que el demandante tendrá derecho de ampliar la demanda, dentro 

de los quince días siguientes a aquél en que surta efecto la 

notificación de la misma, en los casos siguientes:  

I. Cuando se demanda una negativa ficta; y  

II. Cuando el demandante no conozca los fundamentos o motivos del acto 

impugnado, sino hasta que la demanda esté contestada. 

En el caso de estudio, el supuesto de la fracción I no se 

actualizaba en el presente asunto, ya que el acto que se impugnó no 

consiste en una negativa ficta, sino en diversos oficios, emitidos por el 

Recaudador. 

En cuanto a la segunda hipótesis (fracción II), cabe señalar que 

para que se actualice esa fracción, es porque la parte actora 

argumentó previamente en su demanda que sólo conoció la 

manifestación del acto impugnado, pero no a éste de manera 

directa. 

En el supuesto de que el actor solo conozca el acto impugnado 

mediante una manifestación, el actor está obligado a impugnar el 

acto administrativo, reservándose el derecho de ampliar la demanda 

cuando descubra sus motivos y fundamentos. 

Por lo que, al afirmar el desconocimiento del acto impugnado al 

promover el juicio de nulidad y que previamente fue señalado como 

acto impugnado, generaría la obligación de la autoridad 

demandada de exhibir al contestar la demanda en original o en copia 

certificada tanto el acto impugnado desconocido como su 

notificación. 

Lo anterior, con el objeto de que la accionante se encuentre en 

posibilidad de producir su ampliación de demanda, para controvertir 



 

tales motivos y fundamentos que sirvieron de base a la autoridad 

demandada en el pronunciamiento del acto impugnado. 

Situación que no aconteció en el presente juicio, primero porque 

no se encuentra en el supuesto de desconocimiento de los 

fundamentos y motivos de los actos señalados como impugnados, 

toda vez que en los mismos actos se señalaron los fundamentos y 

motivos, y segundo, en ningún momento de su demanda argumentó 

el conocimiento de una manifestación de un acto, ignorando por 

ende su fundamentos o motivos de dicho acto. 

Por tal motivo, al otorgarse un plazo para ampliar la demanda, 

cuando no se encuentra en ninguno de los supuestos previstos en 

artículo 46 de le Ley, este Juzgador determina no tomar en 

consideración en esta sentencia lo actuado en auto del veintinueve 

de abril del dos mil dieciséis, únicamente en relación al otorgamiento 

del plazo para ampliar la demanda en relación a diversos actos. 

CAUSAL DE IMPROCEDENCIA. 

El acto impugnado no tiene la naturaleza de ser definitivo para ser 

susceptible de impugnarse ante este Tribunal. 

El artículo 40, fracción IX, de la Ley a la letra dice: 

“ARTICULO 40.- El juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, es 

improcedente contra actos o resoluciones: 

[...] 

IX.- En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la Ley.” 

Para que surja la improcedencia del juicio por dicha causal, es 

menester que sea consecuencia de la misma Ley, sin que de manera 

expresa y específica esté consignada como tal, toda vez que puede 

surtir cuando de las disposiciones que integran la Ley y de su 



 

interpretación, se revelen casos en que su procedencia sería contraria 

a la naturaleza del juicio administrativo.  

En este sentido, se tiene que la fracción II y el penúltimo párrafo 

del artículo 22 de la Ley establecen, respectivamente, que los 

Juzgados del Tribunal son competentes para conocer de los juicios 

que se promuevan en contra de los actos o resoluciones definitivas de 

naturaleza fiscal emanados de autoridades fiscales estatales, 

municipales o de sus organismos fiscales autónomos, que causen 

agravios a los particulares; y que son definitivos los actos o resoluciones 

que no puedan ser revocados o modificados, sino mediante recurso 

administrativo o medio de defensa previsto por la ley que rija el acto, 

o en el procedimiento contencioso administrativo. 

Tratándose de actos o resoluciones que requieren de un 

procedimiento que le anteceda para que se produzca la voluntad del 

órgano de la administración, es definitiva la resolución que decide el 

fondo del asunto o que, sin decidir el fondo, le pone fin al 

procedimiento, ya que, en ambos casos, se trata de la última voluntad 

o voluntad concluyente que sólo puede ser revocada o modificada a 

través del medio de defensa previsto por la ley que rija el acto o por 

el presente juicio.  

Sirve de apoyo a lo expuesto, la jurisprudencia por contradicción 

de tesis con número de registro 184733, emitida por la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aplicable al caso, por 

analogía, que enseguida se transcribe. 

“TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. "RESOLUCIONES 

ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS". ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL 

ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL. La 

acción contenciosa administrativa promovida ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no 

constituye una potestad procesal contra todo acto de la Administración Pública, 



 

pues se trata de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia 

de la vía está condicionada a que los actos administrativos constituyan 

"resoluciones definitivas", y que se encuentran mencionadas dentro de las 

hipótesis de procedencia que prevé el citado artículo 11; ahora bien, aunque este 

precepto establece que tendrán carácter de "resoluciones definitivas" las que no 

admitan recurso o admitiéndolo sea optativo, es contrario a derecho determinar 

el alcance de la definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo 

sólo por esa expresión, ya que también debe considerarse la naturaleza jurídica 

de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el producto final 

o la voluntad definitiva de la Administración Pública, que suele ser de dos formas: 

a) como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y b) como 

manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda 

para poder reflejar la última voluntad oficial. En ese tenor, cuando se trata de 

resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases 

de dicho procedimiento o actos de naturaleza procedimental no podrán 

considerarse resoluciones definitivas, pues ese carácter sólo lo tendrá la última 

decisión del procedimiento, y cuando se impugne ésta podrán reclamarse tanto 

los vicios de procedimiento como los cometidos en el dictado de la resolución; 

mientras que, cuando se trate de actos aislados expresos o fictos de la 

Administración Pública serán definitivos en tanto contengan una determinación o 

decisión cuyas características impidan reformas que ocasionen agravios a los 

gobernados.” 

Ahora bien, el artículo 112 de la Ley de Hacienda, prevé que los 

créditos a favor del fisco y a cargo de particulares, que no fueren 

pagados oportunamente serán exigibles por medio del procedimiento 

administrativo de ejecución. 

La misma ley en cita dispone en su numeral 113, que en caso de 

no cubrirse un crédito a favor del fisco en los términos del 

emplazamiento o si éste no fuere necesario, en la fecha de 

vencimiento del plazo señalado para su satisfacción, la oficina 

recaudadora correspondiente iniciará la ejecución administrativa por 

mandamiento motivado y fundado, ordenando que se requiera al 

deudor para que efectúe el pago en la caja de la propia oficina 



 

dentro de los tres días siguientes al del requerimiento, apercibiéndole 

de que, si no lo hiciere, se le embargarán bienes suficientes a 

garantizar el importe del crédito insoluto así como de los gastos y 

recargos; y que en el mandamiento de ejecución se designará al 

ejecutor que deba practicar el requerimiento y el secuestro 

administrativo, para el caso de que el deudor no hiciere pago liso y 

llano en el plazo de tres días. 

Asimismo, en los numerales 151 y 152, de la Ley de Hacienda, 

establece la forma de determinar el valor de los bienes embargados, 

a su vez el artículo 154, establece la convotoria a remate. 

Para el caso del presente juicio, la parte actora en su demanda 

reclama la legalidad de actuaciones llevadas a cabo con motivo de 

un procedimiento administrativo de ejecución llevado a cabo en 

términos de los preceptos legales de referencia, y tendente a 

conseguir el pago de adeudo de impuesto predial, respecto de 

diversos predios; especificados en los oficios impugnados. 

En los propios oficios impugnados se establece que el 

demandante fue requerido del pago de predial, señalando 

únicamente en todos los oficios impugnados que se ha establecido la 

base para remate de los bienes embargados, señalando una fecha 

para que realice su pago, otorgándole vista por tres días. 

No pasando desapercibido para este Juzgado, que en autos del 

presente juicio se exhibieron citatorios, constancias de notificación y 

requerimientos de pago, y actas de embargo del impuesto predial 

sobre los predios señalados en los actos impugnados. 

Sin embargo, no existe demostrado en autos que la parte actora 

se hubiese inconformado en sede administrativa o ante esta instancia 

jurisdiccional, en contra de los requerimientos de pago previo al 

levantamiento del acta de embargo; por tal motivo, se estima que se 



 

conformó con su legalidad. 

Así, al seguirse en contra de la parte actora procedimiento 

administrativo de ejecución para el cobro de una contribución fiscal 

municipal, en el que existe conformidad con el acto previo a su inicio 

(requerimiento de pago y embargo), las actuaciones subsecuentes no 

pueden estimarse como actos definitivos que afecte sus derechos, 

como son los oficios impugnados en este juicio, ya que únicamente es 

un trámite que no pone fin a la vía administrativa, es decir, no resuelve 

en definitiva sobre la diligencia de cobro, ya que solo se determina el 

valor de los bienes embargados, para su posterior remate. 

Lo antes dicho significa que los oficios impugnados no constituyen 

la voluntad concluyente o final del procedimiento administrativo de 

ejecución que le fue iniciado a la parte actora; pues no contiene 

decisión alguna que cause perjuicio o agravio reparable ante esta 

instancia jurisdiccional, al no materializarse con ellas el cobro 

diligenciado. 

De ahí que, en principio y por regla general, los actos de un 

procedimiento administrativo de ejecución no son susceptibles de 

impugnarse, a menos que de su contenido se estime que causan un 

perjuicio de imposible de reparación con posterioridad; supuesto que 

la parte actora en ninguna parte de su demanda así lo indica. 

En tal sentido, el acto materia de juicio administrativo debe 

generar efectos particulares y directos, esto es, que sea el propio acto 

el que cause una afectación real y no potencial a la esfera jurídica 

del actor, requisito que no se surte en la especie. 

A mayor abundamiento, la materia de enjuiciamiento en el juicio 

administrativo no está abierta en posibilidad a todo acto de autoridad 

administrativa y fiscal; se trata de un juicio de jurisdicción restringida 

donde la procedencia de la vía se encuentra condicionada a una 



 

serie de requisitos subjetivos y objetivos establecidos expresamente en 

la norma como hipótesis de procedencia de la acción contenciosa 

administrativa. 

Al efecto es aplicable, por analogía, el criterio sostenido por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la 

letra dice: 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. "RESOLUCIONES 

ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS". ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL 

ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL. La 

acción contenciosa administrativa promovida ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no 

constituye una potestad procesal contra todo acto de la Administración Pública, 

pues se trata de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia 

de la vía está condicionada a que los actos administrativos constituyan 

"resoluciones definitivas", y que se encuentran mencionadas dentro de las 

hipótesis de procedencia que prevé el citado artículo 11; ahora bien, aunque este 

precepto establece que tendrán carácter de "resoluciones definitivas" las que no 

admitan recurso o admitiéndolo sea optativo, es contrario a derecho determinar 

el alcance de la definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo 

sólo por esa expresión, ya que también debe considerarse la naturaleza jurídica 

de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el producto final 

o la voluntad definitiva de la Administración Pública, que suele ser de dos formas: 

a) como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y b) como 

manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda 

para poder reflejar la última voluntad oficial. En ese tenor, cuando se trata de 

resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases 

de dicho procedimiento o actos de naturaleza procedimental no podrán 

considerarse resoluciones definitivas, pues ese carácter sólo lo tendrá la última 

decisión del procedimiento, y cuando se impugne ésta podrán reclamarse tanto 

los vicios de procedimiento como los cometidos en el dictado de la resolución; 

mientras que, cuando se trate de actos aislados expresos o fictos de la 

Administración Pública serán definitivos en tanto contengan una determinación o 



 

decisión cuyas características impidan reformas que ocasionen agravios a los 

gobernados.  

2a. X/2003  

Contradicción de tesis 79/2002-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Primero del Sexto Circuito y Noveno del Primer Circuito, ambos en 

Materia Administrativa. 17 de enero de 2003. Cinco votos. Ponente: José Vicente 

Aguinaco Alemán. Secretario: Emmanuel G. Rosales Guerrero.  

Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época. Tomo XVII, Febrero de 2003. Pág. 336. Tesis Aislada. 

De tal manera, la actualización del daño trascendental y grave 

surge cuando la autoridad fiscal municipal emita la convocatoria 

para remate, o la resolución que ponga fin a la ejecución fiscal, 

específicamente al aprobar o desaprobar el remate; determinaciones 

en contra de la cual sí procede su impugnación por que ocasiona un 

daño no reparable sino mediante sentencia dictada ante este órgano 

jurisdiccional; pudiendo la parte actora hasta ese momento 

inconformarse en contra de la legalidad de todos y cada uno de los 

actos que la precedieron, como es la determinación del valor de los 

bienes embargados. 

Sirve de apoyo a lo antes dicho, y aplicable por analogía al 

presente asunto, el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que 

se transcribe a continuación: 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. ES IMPUGNABLE MEDIANTE 

EL JUICIO DE NULIDAD HASTA QUE SE APRUEBE EL REMATE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 

DE JALISCO). 

Del artículo 4, numeral 1, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco se advierte que cuando una 

autoridad no fiscal aplica una multa, el afectado puede impugnarla mediante el 

juicio de nulidad, por la existencia de una obligación en cantidad líquida, 

señalando los vicios de legalidad que le afecten. Por otra parte, la fracción III, 

inciso d), del numeral citado prevé la procedencia de la acción mencionada 



 

contra el procedimiento administrativo de ejecución cuando no se lleve a cabo 

con las formalidades de ley, la cual podrá promoverse hasta la resolución que 

apruebe la etapa de remate, salvo que la ejecución material sea de imposible 

reparación. En estas condiciones, el actor debe esperar hasta la aprobación del 

remate para hacer valer las alegaciones pertinentes, sin que sea dable interpretar 

la norma en sentido distinto y estimar que conforme al artículo 196, fracción II, 

inciso d), del Código Fiscal del Estado de Jalisco, pueda impugnarse en cualquier 

tiempo cada una de las resoluciones que se lleven a cabo dentro del 

procedimiento indicado, porque cuando éste no se ajuste a la ley, sólo podrá 

demandarse su nulidad contra la resolución que apruebe el remate, con la 

finalidad de no entorpecer su ejecución mediante la impugnación de cada uno 

de los actos que la conforman (requerimiento de pago, embargo y remate). 

Orienta lo anterior, por analogía del Código Fiscal de la Federación con los 

preceptos citados, la jurisprudencia 2a./J. 18/2009, emitida por la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. POR REGLA GENERAL, LAS VIOLACIONES 

COMETIDAS ANTES DEL REMATE SON IMPUGNABLES MEDIANTE EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO HASTA QUE SE PUBLIQUE LA CONVOCATORIA 

RESPECTIVA, ACORDE CON EL ARTÍCULO 127, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 28 DE JUNIO DE 2006." 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 

CIRCUITO. 

Amparo directo 102/2019. Gilberto Lorenzo Rodríguez. 10 de julio de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Javier 

Alexandro González Rodríguez. 

Amparo directo 142/2019. José de Jesús de la Mora Álvarez. 28 de agosto de 

2019. Unanimidad de votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: 

Jorge Alberto Figueroa Valle. 

Amparo directo 186/2019. Andrés González Palomera. 2 de octubre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Javier 

Alexandro González Rodríguez. 



 

Amparo directo 114/2019. Ayuntamiento Constitucional de Puerto Vallarta, 

Jalisco. 21 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Silvia Rocío 

Pérez Alvarado. Secretario: Juan José Magaña Ornelas. 

Amparo directo 184/2019. 15 de enero de 2020. Unanimidad de votos. 

Ponente: Silvia Rocío Pérez Alvarado. Secretario: Juan José Magaña Ornelas. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 18/2009 citada, aparece publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, 

marzo de 2009, página 451, con número de registro digital: 167665. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de marzo de 2020 a las 10:16 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del martes 17 de marzo de 2020, para los efectos previstos en 

el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.  

Suprema Corte de Justicia de la Nación; Registro digital: 2021801; Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito: Décima Época; Materias(s): Administrativa; 

Tesis: III.6o.A. J/2 A (10a.); Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Libro 76, Marzo de 2020, Tomo II, página 765; Tipo: Jurisprudencia.” 

En consecuencia, al haberse evidenciado que los oficios que 

señalan la determinación del valor de los bienes embargados [actos 

impugnados] constituyen un acto de trámite no definitivo que prive de 

derechos al demandante, y toda vez que el objeto de la litis o materia 

del juicio ante este órgano jurisdiccional, debe constituirlo un acto o 

resolución de carácter definitivo, conforme al último párrafo del 

artículo 22 de la Ley, es de concluirse que la procedencia del juicio 

administrativo resulta contraria a su naturaleza, y por ello se actualiza 

la causal de improcedencia prevista en la fracción IX del artículo 40 

de la Ley. 

Como resultado de la improcedencia decretada, lo conducente 

es sobreseer y se sobresee del presente juicio contencioso 

administrativo, con apoyo en lo dispuesto en el artículo 41 fracción II 

de la Ley. 

RESOLUTIVO. 



 

ÚNICO. Que decreta el sobreseimiento del presente juicio 

contencioso administrativo con fundamento en el artículo 41, fracción 

II, de la Ley, por actualizarse la causal de improcedencia prevista en 

el numeral 40, fracción IX, de la Ley, en relación con lo dispuesto en el 

numeral 22, último párrafo, del mismo ordenamiento legal. 

Notifíquese a las partes por boletín jurisdiccional. 

Así lo resolvió el magistrado titular del Juzgado Primero del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California2, Roberto Alfonso 

Vidrio Rodríguez; firmando ante la presencia del secretario de 

acuerdos, Héctor Hernández Estrada, que autoriza y da fe. 

 
2 En términos de lo previsto en el artículo cuarto transitorio de la vigente Ley del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California. 
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ELIMINADO: Numero de folios en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de folios en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de folios en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de folios en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de folios en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de folios en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  
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ELIMINADO: Numero de folios en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Clave Catastral en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Clave Catastral en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Clave Catastral en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Clave Catastral en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Clave Catastral en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  
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ELIMINADO: Clave Catastral en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Clave Catastral en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Información relacionada con estados financieros en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Información relacionada con estados financieros en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Información relacionada con estados financieros en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Información relacionada con estados financieros en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  
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ELIMINADO: Información relacionada con estados financieros en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Información relacionada con estados financieros en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Información relacionada con estados financieros en foja 2 y 3. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL 

JUZGADO PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: -------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN 

PÚBLICA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE 

ACUERDOS, ACTUANDO EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE 

FECHA QUINCE DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS, RELATIVA AL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 55/2016 EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE 

HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O CONFIDENCIALES, 

CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ 

ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 14 (CATORCE) FOJAS ÚTILES.---------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL 

DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE 

CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE 

MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, A DIECIOCHO DE ENERO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.-
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